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1. ANTECEDENTES GENERALES DE LA EVALUACIÓN

La Subsecretaría de Prevención del Delito (SPD) tiene cinco programas 
que buscan resolver problemas de seguridad pública (criminalidad, 
delitos, incivilidades) mediante acciones relacionadas con intervenciones 
de prevención situacional. Los programas Barrios Prioritarios, Barrios 
Comerciales Protegidos, Fondo Nacional de Seguridad Pública, Calle Segura 
y Red Nacional de Seguridad; tienen estrategias de intervención diferentes y 
un componente común a través del cual se ponen en práctica acciones de 
prevención situacional. 

La pregunta que surge frente a esta situación tiene relación con cuán 
coordinados están estos instrumentos para atender las áreas con mayores 
necesidades, considerando que existen diferentes diagnósticos en el origen 
de cada uno de los programas que plasman las prioridades en términos de 
delitos e incivilidades. Por otra parte, y dado que los programas tienen una 
administración centralizada pero la concreción de sus proyectos es local, 
surge la interrogante de cuán articulados y ajustados a las orientaciones 
existentes, están los procesos mediante los cuales se formulan, postulan, 
seleccionan, asignan y ejecutan los proyectos.

Mediante el uso de la Evaluación Focalizada de Ámbito de implementación, 
se plantea el objetivo de evaluar la modalidad de producción de los 
programas que contienen acciones de prevención situacional, centrando el 
análisis en 1) la focalización en los lugares que presentan el problema a 
abordar (delitos, incivilidades y violencias) y 2) la ejecución de las acciones 
y procesos utilizados para implementar los programas. Ello permite 
retroalimentar la operación del programa en la medida que plantea las 
modificaciones necesarias para una mejor gestión. 

La focalización se analiza considerando, por un lado, el cumplimiento de 
los criterios formales de focalización y, por otro, la focalización efectiva, 
en términos de si el bien o servicio provisto está llegando a las personas 
que debiera llegar según el objetivo declarado por el programa. El proceso 
metodológico considera cinco etapas consecutivas relacionadas con: 1) 
identificación y análisis del diagnóstico; 2) análisis de consistencia entre 
diagnósticos; 3) identificación de las acciones de prevención situacional; 
4) comparación de diagnósticos con información de proyectos; 5) 
identificación de complementariedades y sobreposición entre programas.

En lo que a los procesos respecta, este instrumento busca, principalmente, 
analizar y emitir juicios sobre las brechas existentes entre el diseño teórico 
de los procesos del programa y su operatoria y ejecución. Para poner en 
práctica el análisis antes mencionado es necesario comparar: 1) la definición 
de los procesos al momento del diseño del programa; 2) la definición de 
los instrumentos normativos y administrativos que ponen en práctica 
los procesos como bases de concursos, reglamentos, instrucciones de 
funcionamiento y 3) el funcionamiento de los procesos en la práctica.
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2. ANTECEDENTES DE LOS PROGRAMAS

A continuación, se describen brevemente cada uno de los programas 
señalados anteriormente1:

2.1. Barrios Prioritarios 
(Ex Intervención en Barrios de Alta Complejidad)2 

La existencia de barrios urbanos con altos índices de inseguridad y 
vulnerabilidad socio delictual da origen a este programa que tiene como 
propósito que los “barrios dejan de presentar alto nivel de actividad criminal 
y violencia”.  Específicamente, el programa prioriza cinco agrupaciones 
de delitos: a) infracciones a las leyes de armas y drogas, b) indicadores 
de actividad criminal (aprehendidos por orden judicial y hallazgo de 
vehículos), c) violencia grave (homicidios y lesiones graves), d) delitos 
sexuales (violaciones y abusos sexuales), e) delitos relacionales (violencia 
intrafamiliar, vulneraciones, presuntas desgracias y muertes y hallazgos de 
cadáver).

La población potencial del programa se define en función de los barrios 
prioritarios, es decir, barrios (sectores o polígonos) residenciales de zonas 
urbanas del país que presentan un alto índice de delitos priorizados por el 
programa. En 2021, la Subsecretaría realiza una investigación aplicada que 
cifra la población potencial, es decir, los “barrios prioritarios”, en un total de 
253 a nivel nacional (SPD, 2021).

El programa cuenta con cuatro componentes llamados “pilares”, que 
se relacionan con los principales conjuntos de causas del problema de 
seguridad intervenido. Ellos corresponden a las dimensiones: 1) policial, 2) 
comunitaria, 3) familiar o del hogar y 4) barrial o espacial.

La estrategia de intervención del programa exige la ejecución coordinada de 
los cuatro componentes, así como la acción articulada con las instituciones 
públicas con competencia en los ámbitos presentados. La estrategia 
considera la celebración de convenios entre la SPD y los municipios 
ejecutores, la implementación de coordinaciones intersectoriales con 
las instituciones vinculadas a cada componente y la implementación 
localmente adaptada de los cuatro pilares.

1 Fuente: Plan Calle Segura, enero 2021, Memoria 2018 – 2022 de la Subsecretaría de Prevención del Delito (SPD) y Ficha de 
diseño aprobado por MDSF en 2021.
2 A partir de la ejecución presupuestaria 2023, este programa se denomina “Somos Barrio Prioritario” (Partida 05, Capítulo 08, 
Programa 01, Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 118)
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2.2. Barrios Comerciales Protegidos3  

De acuerdo con cifras de la Cámara Nacional de Comercio (CNC), 
anualmente uno de cada dos comercios del país, es víctima de un delito 
o falta. Los Barrios Comerciales del país presentan alta concentración de 
delitos e incivilidades que afectan la seguridad de sus espacios públicos, 
debido a la presencia de factores de riesgo situacionales y sociales, tales 
como comercio ambulante ilegal, el consumo de alcohol en la vía pública 
o los daños a la propiedad. Debido a la existencia de esta problemática, 
el programa Barrios Comerciales Protegido surge con el propósito de 
“contribuir a mejorar la seguridad de los principales barrios comerciales, 
que son los espacios territoriales que corresponden a centros urbanos de 
las comunas de Chile, los cuales se caracterizan por su alta concentración 
de comercios establecidos, servicios y población flotante”. Su población 
objetivo corresponde a los barrios dentro de un tramo medio-alto a alta 
criticidad, según los valores del índice de criticidad delictual elaborado ad 
hoc y que, en 2021, focaliza en 283 sectores.

El programa aborda reducir los factores de riesgos asociados a la seguridad 
pública, en especial aquellos de tipo ambientales y sociales, mediante la 
aplicación de medidas preventivas que permitan focalizar y facilitar la 
coordinación intersectorial en función del objetivo. Para el cumplimiento 
de este propósito, se implementan tres componentes: 1) Planes de 
acción barrial público-privados; 2) Planes de control y fiscalización y, 3) 
Implementación de proyectos de prevención del delito. Se ejecuta por los 
Municipios en las regiones de Valparaíso, Biobío, Araucanía, Metropolitana 
de Santiago. 

2.3. Fondo Nacional de Seguridad Pública (FNSP) (nivel comunal y 
barrial)4

El Fondo se crea por mandato de la Ley N° 20.481 de Presupuestos del 
Sector Público para el año 2011, con la finalidad de financiar la ejecución de 
programas o proyectos de seguridad ciudadana que formulen municipios, 
asociaciones de municipalidades inscritas en el Registro Único de 
Asociaciones Municipales de la Ley N° 20.527, universidades y entidades 
privadas sin fines de lucro; destinados a mejorar las condiciones de 
seguridad de la población, de acuerdo con los ejes de los diferentes planes 
de seguridad definidos por las administraciones gobernantes entre 2011 y 
el presente.  

El programa se ejecuta mediante un llamado a concurso anual cuya finalidad 
es financiar total o parcialmente proyectos formulados por organizaciones 

3 Fuente: Ficha MONITOREO Y SEGUIMIENTO OFERTA PÚBLICA 2020 y Plan Calle Segura, enero 2021.
A partir de la ejecución presupuestaria 2023, este programa se denomina “Somos Barrio Comercial Protegido” (Partida 05, 
Capítulo 08, Programa 01, Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 117)
4 Fuente: Memoria 2018 – 2022 de la Subsecretaría de Prevención del Delito (SPD) y Resolución Exenta N°384 de la SPD. 
Aprueba las Bases Administrativas, Técnicas y Anexos de la Convocatoria Nacional del Fondo de Gestión en Seguridad 
Ciudadana 2022, y llama a Concurso Público.
A partir de la ejecución presupuestaria 2023, este programa se fusiona con el programa Red Nacional de Seguridad Pública y 
se denomina “Sistema Municipal de Seguridad” (Partida 05, Capítulo 08, Programa 01, Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 116)
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sociales o municipios, que tengan por objeto contribuir a la prevención y 
disminución de los delitos, o a reducir la sensación de inseguridad o temor 
de la población ante el acaecimiento de hechos delictuales en el país. Los 
servicios del Fondo se entregan mediante dos componentes: 1) Incubadora 
de proyectos y 2) Proyectos de prevención situacional.

2.4. Red Nacional de Seguridad (Nivel Comunal) 5

El Programa Red Nacional de Seguridad tiene como objetivo contribuir a la 
prevención del delito y la violencia, mediante el aumento de las capacidades 
de gestión municipal en seguridad, para reducir factores de riesgo asociados 
a la comisión de delitos, incivilidades y situaciones de violencia, permitiendo 
de este modo, mejorar las condiciones de vida de los habitantes de las 
comunas.

Rediseñado en 2019, el programa tiene tres componentes de trabajo con 
los municipios: 1) Asistencia técnica para la formulación y/o actualización 
de planes comunales de seguridad pública; 2) Asistencia técnica para la 
ejecución de los planes comunales de seguridad pública y, 3) Financiamiento 
de proyectos de prevención.  

2.5. Calle Segura6 

Los delitos ocurridos en la vía pública escasamente cuentan con una 
respuesta efectiva que permita lograr una detención vinculada con el hecho 
delictual, lo cual se puede constatar a partir de las estadísticas de denuncias 
y detenciones. Durante el año 2020, se registraron 171.283 casos policiales 
de delitos de mayor connotación social7 en la vía pública y para ese mismo 
año se realizaron 16.167 detenciones, las cuales representan tan solo el 
9,4% del total de casos policiales para este tipo de delitos.

Los delitos no se distribuyen de forma aleatoria en el territorio sino más 
bien se concentran en sectores específicos que constituyen puntos 
críticos en términos delictuales. Con ello resulta relevante poder identificar 
correctamente los lugares con mayor concentración de delitos en el espacio, 
ya que, así como existen puntos calientes en donde ocurren muchos eventos 
delictuales en un espacio reducido, existen puntos fríos en los que no ocurre 
u ocurren muy pocos delitos.

En tal contexto, la iniciativa Calle Segura busca resolver el problema de 
inefectividad en la respuesta frente al delito en “puntos críticos” del país. 

5 Fuente: Memoria 2018 – 2022 de la Subsecretaría de Prevención del Delito (SPD).
A partir de la ejecución presupuestaria 2023, este programa se fusiona con el programa Fondo Nacional de Seguridad y se 
denomina “Sistema Municipal de Seguridad” (Partida 05, Capítulo 08, Programa 01, Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 116)
6 Fuente: Memoria 2018 – 2022 de la Subsecretaría de Prevención del Delito (SPD).
7 Dentro del fenómeno delincuencial existen algunos tipos de delitos que generan mayor repercusión, tanto social como 
mediáticamente, y son aquellos que, dadas determinadas características, provocan una sensación generalizada de temor, 
inseguridad e incertidumbre respecto a la seguridad de los ciudadanos. A este tipo de delitos se les denomina Delitos de Mayor 
Connotación Social (DMCS), y son los siguientes: homicidio, hurto, lesiones, violación, robo con fuerza (robo de accesorios de 
vehículos, de vehículo motorizado, en lugar habitado, y otros robos con fuerza), robo con violencia (robo con intimidación, con 
violencia, por sorpresa, y otros robos con violencia).
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Por inefectividad frente al delito se entiende, en primera instancia, como 
la incapacidad para lograr una detención vinculada al hecho. En segunda 
instancia, se entiende como la incapacidad de otorgar medios probatorios a 
la investigación asociada al evento delictual. Las consecuencias negativas 
de la comisión de los delitos que la iniciativa intenta prevenir son variadas, 
entre las que se encuentran: sensación de inseguridad en las personas, 
daños en las víctimas, pérdidas económicas, sentimiento de abandono de 
las instituciones encargadas de seguridad, entre otros. 

Las acciones de prevención situacional que forman parte de esta iniciativa 
son: 1) el Sistema de Teleprotección Nacional que contempla la instalación 
de 1.000 puntos de cámaras en 66 comunas a nivel nacional; 2) el Servicio 
de Televigilancia Móvil, que consiste en dotar al nivel regional de aeronaves 
remotamente pilotadas (drones) con cámaras de alta definición y 3) el 
proyecto de Pórticos, que contempla la instalación de 45 pórticos lectores 
de patente en 35 puntos geográficos de la Región Metropolitana. 
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3. RESULTADOS DE LA EVALUACIÓN

•  Los cinco programas que son parte de esta evaluación tienen en común 
componentes con proyectos de prevención situacional; no obstante, 
buscan resolver una parte específica del problema de seguridad pública 
mediante estrategias de intervención diferenciadas. Surgidos en 
momentos y contextos diferentes, los programas Barrios Prioritarios (BP), 
Barrios Comerciales Protegidos (BCP) y Fondo Nacional de Seguridad 
Pública (FNSP) abordan el problema directamente, consistentes con sus 
propósitos que apuntan a disminuir los niveles de actividad delictual y 
violencia. Con una estrategia territorial, los dos programas de barrios 
focalizan su intervención en sectores urbanos con alta incidencia de 
delitos y/o incivilidades, y dentro de los bienes y servicios que proveen, 
financian proyectos situacionales de asignación directa (de acuerdo 
con los criterios de asignación definidos al efecto). Por su parte, el 
FNSP también considera el financiamiento de proyectos de prevención 
situacional (además de proyectos sociales), pero con una asignación 
a través de un fondo concursable. El programa Calle Segura interviene 
directamente “puntos críticos” definidos con información y metodología 
aplicada por Carabineros, a través de la instalación de cámaras, 
pórticos y televigilancia móvil; sin embargo, el abordaje del problema 
es indirecto ya que su propósito busca aumentar la efectividad de las 
distintas instituciones para responder en forma oportuna y eficaz frente 
al delito. Finalmente, en Red Nacional de Seguridad (RNSP), el abordaje 
del problema de delictual es también indirecto, pues busca aumentar 
las capacidades de gestión en seguridad de los municipios y tiene un 
componente con recursos disponibles para proyectos. Dado su propósito 
enfocado en la capacidad de gestión de la seguridad en los municipios, 
no justifica tan claramente el financiamiento de proyectos situacionales; 
no obstante, éste busca cubrir uno de los mayores problemas de gestión 
que tienen y que es, precisamente, la falta de recursos. Las diferentes 
estrategias entre programas pueden ser una oportunidad para ampliar 
los mecanismos con que se abordan los varios aspectos del problema 
de seguridad pública en el territorio, aunque estas estrategias no dan 
cuentan, necesariamente, de instancias de articulación que aseguren 
una consistencia en la implementación.

•  Los diagnósticos en que se basan los programas para focalizar sus 
proyectos también son de diferente naturaleza. Se identifican y reconocen 
tres tipos (fuentes) de diagnósticos: a) en base a la definición de sectores 
modelados sobre la base de variables delictuales y de caracterización 
territorial (BP, BCP y en menor medida en FNSP, que lo considera como 
insumo junto a otros criterios de selección); b) en base a “puntos críticos” 
que corresponden a una medición territorial menor a los sectores o 
barrios donde se concentran múltiples delitos en la vía pública (Calle 
Segura); c) Planes Comunales de Seguridad Pública que incorporan un 
diagnóstico más integral y global tomando la comuna como unidad de 
referencia. La diversidad de instrumentos de diagnóstico evidencia un 
importante trabajo de recolección y elaboración de información que se 
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valora positivamente. La diferencia de enfoques entre sectores, puntos 
críticos y diagnósticos comunales no debería resultar inconveniente en 
la medida en que exista articulación entre los distintos instrumentos. 

•  Por su diseño y por la naturaleza del fenómeno que abordan, el 
diagnóstico con enfoque territorial permite realizar una buena 
focalización de los programas. La identificación de estos territorios es 
un ejercicio específico y detallado que, sobre la base de información 
delictual y de características demográficas y sociales disponibles; 
construye diagnósticos territoriales concretos que articulan con los 
diferentes bienes y servicios que entregan los programas. Esto es aún 
más específico cuando las variables priorizadas para definir el “índice 
de criticidad” del territorio, son diferentes entre barrios residenciales y 
barrios comerciales. Este índice es relevante en la selección de barrios 
focalizados, no obstante, según los lineamientos del Programa Somos 
Barrio Comercial (como se denomina BCP a partir de 2023) incorporan 
diagnósticos con énfasis territorial que fundamentan los proyectos 
elaborados y los respectivos planes de acción barrial y control y 
fiscalización. Por su parte, el diagnóstico comunal es referencial del 
conjunto de la comuna y no focaliza en territorios específicos, pese a 
que la comuna es una división administrativa referida a un territorio. Los 
diagnósticos de los planes comunales priorizan tipos de delitos por su 
incidencia en el marco territorial de la comuna y, según lo considera la 
metodología de formulación de Planes (RE-N°441/21), debe focalizar 
al interior del territorio. En la práctica ello no ocurre, salvo en algunas 
comunas con mayores capacidades y recursos para realizarlo. 

•  En lo referente a la información utilizada para los diagnósticos, la diferente 
naturaleza del contenido de las bases de datos; la función que cumple 
para el funcionamiento de los programas, especialmente las variables 
definidas para dar cuenta de la ocurrencia de los delitos; no se utilizan, 
como es el caso de la RNSP, para comparar valores entre comunas. 
Por construcción, los diagnósticos comunales miden sus variables 
tomando su población como referencia, sin indicadores que permitan 
relativizar esa medición a un nivel regional o nacional. Esto no ocurre, 
en tanto, con las variables utilizadas en los programas territoriales 
donde sí es posible comparar sectores a nivel nacional. Por otra parte, 
la propiedad de la información contenida en los Planes Comunales de 
Seguridad y la responsabilidad de su gestión es de la comuna; mientras 
que, en los restantes cuatro programas, la información diagnóstica 
es responsabilidad de la SPD. Ello significa que su recolección, 
sistematización y análisis, puede obedecer a criterios diferentes de no 
mediar una instancia articuladora que establezca criterios similares 
para la recolección, sistematización y análisis.

•  El instrumento Planes Comunales de Seguridad Pública, obligatorio 
para las comunas por Ley N°20.965 de 2016, ha sido aplicado por el 84% 
de las comunas (16% no tiene plan elaborado). El 58% de las comunas 
tiene un plan vigente (el 69% de las comunas que han elaborado un 
plan). A partir de la identificación de errores en el diseño y elaboración 
de los planes; en 2020, la SPD inicia un proceso de cambio en lo que 
concierne a la formulación y/o actualización de planes comunales 
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y regionales de seguridad. El nuevo instrumento da cuenta de una 
sistematización en cuanto a diagnóstico y a procesos para dicha 
elaboración, que ordena el trabajo que deben enfrentar los municipios 
para dar cumplimiento a su normativa. Un análisis realizado en el 
contexto de esta evaluación de los planes elaborados con la nueva 
metodología da cuenta que aún hay un porcentaje menor, aunque 
importante, de prioridades comunales que no son coincidentes con las 
prioridades de SPD (cabe aclarar que la comuna no está obligada a 
considerar la priorización de grupos delictuales entregada por SPD), lo 
que significa que hay una parte del diagnóstico que conoce y aporta 
la comuna que no es conocida ni recogida por los instrumentos que 
maneja SPD, o que las prioridades propuestas se fundamentan en 
otros antecedentes o, simplemente, no cuentan con fundamentación. 

• La información revisada y analizada, no permite identificar la existencia 
de coordinaciones ni de complementariedades en el territorio y entre 
los componentes que financian proyectos situacionales; tal vez el 
diseño de la evaluación, que aborda los programas de manera parcial 
considerando solo aquellos componentes que financian una tipología de 
proyectos, no ha permitido ver con claridad este aspecto. Sin embargo, 
si ha sido posible identificar espacios donde, requiriéndolo, no se ha 
dado la instancia de articulación, coordinación y/ complementariedad 
entre los distintos actores que participan en este proceso.  Es relevante 
la capacitación y acompañamiento que el nivel central puede aportar 
a los diferentes actores locales en temas de seguridad, debido a 
que la “autonomía” de los municipios, sin conocimiento técnico ni la 
apropiada gestión, puede ser un riesgo para la implementación de los 
programas y sus resultados. El nivel central diseña programas con 
instrumentos diagnósticos territoriales más precisos para focalizar 
mejor sus recursos, sin embargo, esos territorios definidos son parte 
de una comuna con un municipio que la administra y que tiene sus 
propias definiciones y miradas sobre la seguridad pública a través de los 
planes comunales. He aquí un gran espacio que es necesario abordar 
para que se complementen y articulen los instrumentos diagnósticos 
y, de esta manera, tanto el nivel central como el comunal compartan 
una mirada común sobre los problemas de seguridad existentes en el 
territorio. Este espacio de trabajo común que debe ser abordado por 
SPD y los municipios, especialmente aquellos que tienen sistemas de 
información propios, para lograr diagnósticos más completos. A partir de 
2023, la Subsecretaría pone en práctica la eliminación de mecanismos 
concursables para distribuir los recursos de programas, específicamente 
del FNSP, lo cual exige una mayor articulación y coordinación con las 
comunas para poder identificar dónde están las áreas más deficitarias, 
definir acciones a través de proyectos y ejecutarlos correctamente para 
su logro. Un instrumento orientado a ello es el Índice de Vulnerabilidad 
Socio Delictual que la Subsecretaría está trabajando con el objeto de 
permitir priorizar entre comunas para la distribución de los recursos.

• Respecto de la focalización del conjunto de proyectos y recursos 
que ejecutan los programas, en términos globales no se identifican 
importantes problemas. En aquellas comunas en que se priorizan, en 



12

DI R ECC I Ó N  DE  PR E S UP UE S TOS

 E VA LUAC IÓN  PROG R A M A S  DE  PR E V E NC IÓN  S I T UAC ION A L  DE L  DE L I TO

los tres primeros lugares, grupos delictuales que dan lugar a proyectos 
situacionales; el número promedio de proyectos por comuna es de 
11,8; le siguen aquellas que priorizaron 2 grupos, con 8,3 y los que 
priorizaron 1, con 4,7. Solo llama la atención que, en comunas que no 
priorizaron ningún grupo delictual situacional, se da un promedio de 
3,3 proyectos por comuna y, en aquellas que no existe información 
diagnóstica comunal, el promedio es de 1,2. Si bien en valores globales 
no se identifica un problema de focalización, cuando se analiza por 
programa, es el FNSP el que se aleja del comportamiento esperado 
con un mayor número de proyectos situacionales por comuna en el 
grupo de comunas con dos prioridades situacionales. En los restantes 
programas no se identifican comportamientos inesperados dado que 
la mayor relación de proyecto por comuna se da en el grupo de las 
comunas que priorizan 3 grupos delictuales situacionales. 

• En tal sentido, la hipótesis sobre el uso diferenciado de fuentes y tipos 
de información para identificar áreas de intervención y aumentar la 
pertinencia de los proyectos a ejecutar, es plausible e indicativo en 
lo que a tendencia se refiere del número de proyectos situacionales 
asignados. Sin embargo, al analizar el conjunto de proyectos 
asignados en el período de análisis, las 64 comunas que dan cuenta 
de las situaciones más críticas (en base a los distintos diagnósticos 
de los programas) reciben el 47% de los proyectos. El 35% lo reciben 
comunas con un diagnóstico menos crítico (160 comunas) y el grupo 
menos crítico aún (113 comunas) recibe el 18% de los proyectos. 

• Al analizar la focalización por el tipo de proyecto situacional, en el 
período 2019-2021, 109 comunas dan cuenta de, al menos, una 
coincidencia entre los grupos delictuales priorizados y un proyecto 
situacional. Como referencia, éstas representan el 32% del total de 
comunas del país y el 74 % de las comunas que tienen información 
para realizar el ejercicio exploratorio que son, en la práctica, 147 
comunas (el 42% del total nacional). El comportamiento por año 
identifica una disminución en las comunas en donde se encuentra 
coincidencia, siendo mayor el número de comunas en 2019 y menor 
número en 2021. En tal sentido, la existencia de criterios similares 
o transversales en diferentes instrumentos de diagnóstico (los 
proyectos situacionales están definidos y relacionados con el 
comportamiento de ciertos grupos delictuales y ello está instruido 
y normado por SPD) no necesariamente conducen a respuestas 
similares en los programas.

• El análisis de la implementación de procesos, en base a comparación 
de documentación normativa y de orientación, con documentación 
que respalda la ejecución efectiva de las acciones, permite 
identificar que, en general, el proceso para proyectos situacionales 
está normado en la mayoría de los programas y en algunas etapas 
el direccionamiento tiene mayor detalle que en otras.  Los medios 
de verificación para identificar la implementación de los procesos 
son insuficientes y este déficit es aún mayor en las etapas de 
seguimiento y control, donde realmente no existen medios que 
permitan verificar la ejecución de la acción diseñada. El FNSP da 
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cuenta que el proceso de postulación para proyectos situacionales 
se encuentra completamente normado en su diseño. Sin embargo, 
para la verificación de su implementación y posterior cotejo, no se 
dispone de toda la documentación necesaria; especialmente en las 
etapas finales del proceso relacionadas con la rendición de cuentas, 
el seguimiento y monitoreo, la aprobación final. Similar situación 
tiene el programa BP en que, si bien el proceso se encuentra normado 
en su diseño, en la revisión de documentación para verificar su 
implementación, no se dispuso de toda la documentación necesaria 
para su verificación. El proceso para proyectos situacionales de BCP 
está normado, a nivel general, y en algunas etapas, con mayor detalle 
que en otras, sin embargo, los medios de verificación para analizar su 
implementación no estuvieron disponibles durante la evaluación. En 
RNSP se identificaron dos instancias de supervisión y seguimiento 
de los proyectos que no están consideradas de forma directa y 
específica en la cadena de procesos; tampoco se tiene a la vista los 
medios de verificación (minutas o informes) que den cuenta de la 
implementación de estas tareas y del uso de esta información. En el 
programa Calle Segura, no se conoce el ranking de los puntos críticos 
identificados y priorizados mediante la metodología multicriterio que, 
para tales fines, utiliza Carabineros de Chile; ello no permite tener 
evidencia clara respecto a qué orden de prioridad tienen los puntos 
críticos respecto del conjunto identificado y qué grado de avance 
respecto de alguna meta definida en términos de cobertura; tampoco 
hay registro del uso efectivo de la información y los resultados que se 
van obteniendo a partir de ello.

• En términos generales, el análisis de procesos permite identificar que 
existe normativa clara y orientación específica para la generación, 
formulación, postulación y seguimiento administrativo y financiero 
de los proyectos. Sin embargo, no hay información sobre proyectos 
ya finalizados, en lo que respecta a sus resultados en el territorio 
intervenido, a su estado de mantención y funcionamiento (dado 
que son proyectos situacionales); no hay información disponible 
ni sistematizada que permita analizarlo. Lo que sucede con la 
operación de los proyectos, que debe dar cuenta del efecto deseado 
para solucionar el problema detectado en cada caso, no es posible 
medirlo dado que no se dispone de métrica por proyecto y no se 
encontraron exigencias, en los distintos actos administrativos, que 
permita conocer, por un lado, la eficacia del proyecto financiado en la 
prevención del delito y/o incivilidad, y por otro, conocer la continuidad 
en el tiempo de la operación del proyecto.

Por último, es importante señalar que para la ejecución presupuestaria 
2023 la Subsecretaría de Prevención del Delito revisó y reformuló esta 
oferta programática para, entre otros aspectos, eliminar o restringir 
mecanismos concursables para distribuir los recursos. Esto exige una 
mayor articulación y coordinación con las comunas para poder identificar 
dónde están las áreas más deficitarias, definir acciones a través de 
proyectos y ejecutarlos correctamente para su logro. La reformulación de 
la oferta programática fusiona el Fondo Nacional de Seguridad Pública y la 
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Red Nacional de Seguridad en el nuevo programa “Sistema Municipal de 
Seguridad” que, justamente, considera instrumentos que permitan medir 
la vulnerabilidad socio delictual permitiendo priorizar de manera objetiva 
la distribución de recursos entre comunas. Lo anterior quedó plasmado 
en Protocolo de Acuerdo de la Ley de Presupuestos 2023 y en la glosa 09 
de la Subsecretaría de Prevención del Delito de la mencionada Ley, la cual 
establece la generación de un reglamento para ordenar la distribución de 
los recursos del nuevo programa entre comunas y  considera el uso de un 
instrumento que permite identificar las comunas más afectadas ( Índice 
Mas Equidad, Más Seguridad).

4. RECOMENDACIONES 

• Identificar instancias de articulación y coordinación de las distintas 
estrategias de los programas y, específicamente, de los componentes 
que financian proyectos situacionales. Ello con el objeto de alcanzar 
una mayor eficacia y eficiencia en el cumplimiento de sus objetivos 
en el territorio. Dicha articulación y coordinación debe considerar 
los diferentes actores que participan de los programas y, de manera 
especial, el nivel central de SPD, así como el nivel de los gobiernos 
regionales y de los municipios.

• Potenciar el uso del trabajo de recolección y elaboración de 
información diagnóstica mediante la articulación de los diferentes 
instrumentos; ello implica compartir el uso y gestión de las diferentes 
fuentes de información y bases de datos en su recolección, 
sistematización y análisis. Las modificaciones realizadas en el 
diseño de los programas para 2023 y, específicamente, la definición 
de un instrumento orientado a generar una mejor distribución de los 
recursos como es el Índice de Vulnerabilidad Socio Delictual (índice 
en el que la Subsecretaría está trabajando con el objeto de permitir 
priorizar entre comunas para la distribución de los recursos); van en el 
sentido de la recomendación, en la medida que da cuenta de variables 
asociadas a factores de riesgo sociales y delictuales que producen 
“vulnerabilidad” en un territorio. Su diseño contempla criterios de 
fácil acceso público e identificación, con variables de vulnerabilidad 
social y delictual disponibles a nivel comunal. Esto plantea también 
los retos de la actualización periódica de la información de interés y 
de garantizar el estándar e idoneidad técnica que agregarían validez 
a este proceso.

• Apoyar e incentivar a comunas con menores recursos técnicos y 
financieros para que identifiquen, dentro de sus límites administrativos, 
los territorios específicos en que el delito toma dimensiones críticas.

•  Generar una estrategia de trabajo con los municipios (la que puede 
considerar incentivos) para que las comunas generen y mantengan 
vigentes sus Planes Comunales de Seguridad, utilizando como 
insumo las fuentes de información diagnóstica compartidas y 
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articuladas entre el nivel central (SPD) y el nivel regional y comunal.

• Revisar los criterios utilizados por los distintos programas para 
seleccionar y asignar un proyecto situacional, considerando si el 
tipo de proyecto propuesto se ajusta a la situación diagnosticada. 
Las modificaciones realizadas en el diseño de los programas para 
2023 y, específicamente, la definición del Índice de Vulnerabilidad 
Socio Delictual, van en el sentido de la recomendación, aunque éste 
debería complementarse con diagnósticos territoriales al interior de 
las comunas.

• Capacitar y generar espacios de intercambio desde el nivel central 
(instancia técnica) al nivel regional y comunal (instancia de ejecución) 
para que estos últimos, responsables de definir la política de seguridad 
comunal, provincial o regional, tengan el conocimiento técnico necesario 
y manejen conceptos comunes para una mejor gestión. Los cambios 
en los programas para 2023, de manera especial la eliminación de la 
concursabilidad exige una mayor articulación y coordinación con las 
comunas para poder identificar dónde están las áreas más deficitarias, 
definir acciones a través de proyectos y ejecutarlos correctamente 
para su logro.

• Diseñar y poner en práctica un sistema de seguimiento y control 
de proyectos, común a los diferentes programas, que se nutra 
de información sobre el avance físico de los proyectos, y que se 
complemente con aquellos que realizan un sistema administrativo y 
financiero. Sobre la base de este sistema, definir un método de trabajo 
o una forma de medición para obtener información sobre proyectos 
ya finalizados y en operación, y así conocer y medir su aporte a la 
disminución del problema identificado y su estado actual de operación 
y mantención, considerando que son proyectos situacionales como 
luminarias, rehabilitación de áreas públicas, cámaras de televigilancia, 
entre otros.
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